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El período de tiempo tenido en consideración para elaborar este informe ha sido el transcurrido entre el 23 de octubre de 2010 y el 14 de febrero de 2011. 

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

1. Estado.-

Por lo que se refiere a las novedades estatales, hay que destacar en esta ocasión sendas modificaciones de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de régimen electoral general (LOREG) llevadas a cabo, respectivamente, por las Leyes Orgánicas 2/2011 y 3/2011, ambas de 28 de enero (BOE nº 25, de 29 de enero). Estas normas incorporan regulaciones significativas en relación con el régimen organizativo local que deben ponerse de manifiesto.

En el caso de la LO 2/2011, se adoptan medidas de distinta índole que, a efectos sistematizadores, pueden sintetizarse en los siguientes puntos:

· En primer lugar se establecen obligaciones municipales en torno al censo electoral, referidas tanto al momento temporal en que se cierra a efectos electorales como a la evitación de empadronamientos fraudulentos. En este sentido: 

· Se exige para ejercer el derecho de sufragio en elecciones municipales la inscripción en el Censo de Españoles Residentes en España, lo que excluye de este derecho a los españoles residentes en el extranjero (salvo los de carácter temporal, por ejemplo, estudiantes ERASMUS) que, una vez inscritos en el Censo Especial de Residentes Ausentes, pueden participar en las elecciones generales, autonómicas y europeas (art. 2.3). Se ha atendido en este punto una recomendación formulada por el Consejo de Estado, que consideraba adecuado unir indefectiblemente el derecho de sufragio en elecciones municipales, locales y forales a la condición de vecino de un Municipio. 

· Se reitera de forma más expeditiva la obligación de los Ayuntamientos de enviar a las Delegaciones Provinciales de la Oficina del censo electoral, hasta el penúltimo día hábil de cada mes, todas las modificaciones producidas en el mismo a lo largo de dicho mes. En la actualización correspondiente al primer mes del año se acompañarán además, con la calificación de “menor”, las altas de los residentes que cumplirán 18 años entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año siguiente (art. 35).

· Se reconoce el derecho de los representantes de candidaturas, partidos, federaciones y coaliciones electorales a impugnar el censo de las circunscripciones que hubiesen registrado un incremento de residentes significativo y no justificado, siempre que éste haya dado lugar a comunicación a la Junta Electoral Central por parte de la Oficina del Censo Electoral, y la impugnación se produzca en el plazo de los cinco días siguientes al momento en que tuvieren conocimiento de la referida comunicación (art. 38). Asimismo, se anticipa un mes la definición de censo cerrado para cada elección (art. 39.1: “para cada elección el Censo Electoral vigente será el cerrado el día primero del segundo mes anterior a la convocatoria”), se excluye la posibilidad de solicitar rectificación de censo por cambio de residencia producido en los dos meses anteriores a la convocatoria (art. 30.3), y se unifica en la jurisdicción contencioso-administrativa la revisión de los actos censales a través de un recurso único (art. 40.1: “contra las resoluciones de la Oficina del Censo Electoral puede interponerse recurso ante el Juez de lo contencioso-administrativo en un plazo de cinco días a partir de su notificación”) que será resuelto (esto no cambia) mediante sentencia dictada en el plazo de cinco días, que se notificará al interesado, al Ayuntamiento, al Consulado y a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral. Esta sentencia agota la vía judicial.

· Además:

· Se amplia el requisito de edad para los miembros de las Mesas electorales: de esta manera la formación de las mismas, competencia como sabemos de los Ayuntamientos bajo la supervisión de las Juntas Electorales de Zona, se realizará por sorteo público entre la totalidad de las personas incluidas en la lista de electores de la Mesa correspondiente que sepan leer y escribir y sean menores de setenta años, si bien a partir de los sesenta y cinco años podrán manifestar su renuncia en el plazo de siete días. Los requisitos académicos de Presidente se mantienen como estaban.

· Otro conjunto de medidas vienen referidas a las disposiciones fijadas específicamente para las elecciones municipales (Título III de la LOREG). Así, 

· Se desglosa la tabla de concejales correspondiente a cada circunscripción electoral municipal (el término municipal) en relación con los pequeños Municipios, de manera que las que tengan hasta 100 habitantes elegirán 3 concejales, y las que tengan de 101 a 250 habitantes, 5 concejales (art. 179.1).

· Asimismo, se establece una nueva regulación del régimen de Concejo abierto, que pretende facilitar la compatibilidad de los principios de representación y eficacia de la gestión municipal. De esta manera, la Disposición Final Primera de la LO 2/2011 otorga una nueva redacción al artículo 29 LBRL que, por su importancia, conviene transcribir:

“1. Funcionan en Concejo Abierto: 

a- Los Municipios que tradicional y voluntariamente cuenten con ese singular régimen de gobierno y administración. 

b- Aquellos otros en los que por su localización geográfica, la mejor gestión de los intereses municipales u otras circunstancias lo hagan aconsejable.

2. La constitución en Concejo Abierto de los Municipios a que se refiere el apartado b) del número anterior, requiere petición de la mayoría de los vecinos, decisión favorable por mayoría de dos tercios de los miembros del Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma.

3. En el régimen de Concejo Abierto, el gobierno y la administración municipales corresponden a un Alcalde y una Asamblea Vecinal de la que forman parte todos los electores. Ajustan su funcionamiento a los usos, costumbres y tradiciones locales y, en su defecto, a lo establecido en esta Ley y las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local.

4. No obstante lo anterior, los Alcaldes de las corporaciones de Municipios de menos de 100 residentes podrán convocar a sus vecinos a Concejo Abierto para decisiones de especial trascendencia para el Municipio. Si así lo hicieren deberán someterse obligatoriamente al criterio de la Asamblea vecinal constituida al efecto. Los Municipios que con anterioridad venían obligados por Ley en función del número de residentes a funcionar en Concejo Abierto, podrán continuar con ese régimen especial de gobierno y administración si tras la sesión constitutiva de la Corporación, convocada la Asamblea Vecinal, así lo acordaran por unanimidad los tres miembros electos y la mayoría de los vecinos”.

Se ha eliminado, por tanto, el requisito poblacional de los 100 habitantes como elemento determinante de la aplicación del régimen de Concejo Abierto. De esta manera parece permitirse que Municipios que no alcancen esta población funcionen en régimen de Ayuntamiento siempre que cumplan el resto de exigencias establecidas por el precepto: no haber funcionado tradicional y voluntariamente de esa forma y no solicitar hacerlo. Para esta Comunidad Autónoma, la modificación normativa aludida resulta importantísima, toda vez que, como se manifestó en diversos informes anteriores, el recurso de inconstitucionalidad presentado por el Presidente del Gobierno contra la Ley de Concejos Abiertos de Aragón se fundamentaba, precisamente, en la vulneración del requisito poblacional aludido que, al haberse eliminado, determinaría la adecuación de la norma autonómica a la legislación básica estatal. Nótese asimismo lo dispuesto en el nuevo apartado 4 del precepto, que señala la forma en que aquellos Municipios menores de 100 habitantes que venían funcionando obligatoriamente en régimen de Concejo Abierto podrán continuar en el mismo: si tras la sesión constitutiva de la Corporación, y convocada al efecto la Asamblea Vecinal, así lo acordaran por unanimidad los tres miembros electos y la mayoría de los vecinos. Parece pues que, en caso contrario, el régimen de funcionamiento será el de Ayuntamiento. 

·  En el caso de Municipios con población inferior a 250 habitantes que no se sometan a régimen de Concejo Abierto (art. 184), 

· Cada partido, coalición, etc. podrá presentar una lista como máximo con tres nombres si el Municipio tiene hasta 100 residentes o con cinco nombres si tiene entre 101 y 250 residentes.

· Cada elector podrá dar su voto a un máximo de dos entre los candidatos en Municipios de hasta 100 residentes o a un máximo de cuatro en los Municipios entre 101 y 250 residentes.

· Serán proclamados electos aquellos candidatos que obtengan mayor número de votos hasta completar el número total de concejales a elegir en función de la población.

· Los casos de empate se resolverán por sorteo.

· En caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un concejal, la vacante será atribuida al candidato siguiente que más votos haya obtenido.

· En cuanto al régimen de funcionamiento del Pleno, la nueva Disposición Final Primera de la LOREG añade un nuevo apartado al artículo 46 LBRL, estableciendo que “el Pleno se constituye válidamente con la asistencia de un tercio del mínimo legal de miembros del mismo, que nunca podrá ser inferior a tres. En los Municipios de hasta 100 residentes, que no funcionen en régimen de Concejo Abierto, el Pleno se constituirá válidamente con la asistencia del número legal de miembros del mismo, que nunca deberá ser inferior a dos”. En ambos casos, los quórums deberán mantenerse durante toda la sesión, requiriéndose siempre la asistencia del Presidente y del Secretario de la Corporación o de quienes legalmente les sustituyan.

· También se otorga una nueva redacción a las letras a) y e) del artículo 197.1 de la LOREG, referido a la moción de censura presentada frente al Alcalde. Esta nueva redacción incide en las exigencias de mayoría absoluta para la presentación de la misma y de inclusión de candidato alternativo –que podrá ser cualquier concejal cuya aceptación expresa conste–, adicionándose la condición de que si alguno de los proponentes forma o ha formado parte del grupo político municipal al que pertenece el Alcalde censurado, dicha mayoría se verá incrementada en el mismo número de concejales que se encuentren en tales circunstancias. Este mismo supuesto será de aplicación cuando alguno de los concejales proponentes de la moción haya dejado de pertenecer, por cualquier causa, al grupo político municipal al que se adscribió al inicio de su mandato. 

· Por último, y en lo que hace al proceso de constitución de las Diputaciones Provinciales, se contempla el aplazamiento del mismo hasta que se hayan resuelto todos los recursos contencioso-electorales presentados contra la proclamación de concejales electos en la Provincia. Este aplazamiento no procederá si hubiesen de convocarse nuevas elecciones en algún Municipio –por no haberse presentado ninguna candidatura, por haberse anulado total o parcialmente el proceso como consecuencia de los correspondientes contenciosos-electorales–, si bien en el supuesto de que, como consecuencia de la celebración de elecciones locales parciales, resultase alterada la atribución de puestos en la Diputación Provincial, las Juntas Electorales de Zona deberán realizar las operaciones necesarias para hacer una nueva asignación.

La segunda reforma de la LOREG llevada a cabo por la LO 3/2011 refuerza la exclusión de concurrencia electoral (también, por tanto, a los comicios municipales) de candidaturas sucesoras de partidos ilegalizados a la luz de la Ley de Partidos de 2002, incorporando la doctrina de TC, TS y TEDH al efecto. En ese sentido adopta diversas medidas, como por ejemplo:

· Extiende las causas de inelegibilidad e incompatibilidad a quienes hubiesen resultado condenados por sentencia judicial por delitos relacionados con el terrorismo o contra las Instituciones del Estado y a quienes hubieran sido elegidos en candidaturas declaradas ilegales o vinculadas a partidos ilegalizados por sentencia judicial firme, salvo que, requeridos para ello por la Administración electoral, declaren expresa e indubitadamente su separación y rechazo a las causas determinantes de la declaración de ilegalidad. 

· Prohíbe la presentación de candidaturas a los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores que continúen o sucedan a un partido ilegalizado, considerándose al efecto la similitud de sus estructuras, organización, funcionamiento, composición, procedencia de medios de financiación y otras circunstancias relevantes, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo.

· En cuanto al recurso contra la proclamación de candidaturas y candidatos referidos a las listas anteriores, aprecia las siguientes salvedades: 

· Se interpondrá ante la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

· Estarán legitimados para la interposición del recurso los que lo estén para solicitar la declaración de ilegalidad de un partido político conforme a lo dispuesto en artículo 11.1 de la Ley Orgánica de Partidos Políticos (Gobierno, de oficio o a instancia de Congreso o Senado, y Ministerio Fiscal), teniendo derecho de acceso a la documentación que obre en poder de las Juntas Electorales.

· El recurso podrá interponerse hasta el cuadragésimo cuarto día posterior a la convocatoria, debiendo resolver la Sala especial del Tribunal Supremo dentro del tercer día a partir de la interposición.

· También cabe formular demanda de ilegalización o incidente de ejecución de sentencia de ilegalización una vez celebradas las elecciones. 

· Desde la votación hasta la proclamación de electos, el Gobierno, a través de la Abogacía del Estado y el Ministerio Fiscal, podrán presentar ante la Sala especial del Tribunal Supremo un escrito motivado anunciando la presentación de las mismas en un plazo no superior a quince días. En este caso, solicitarán la suspensión cautelar de la proclamación de los electos que hubieran concurrido en las candidaturas del partido afectado, debiendo resolver la Sala en los dos días siguientes a la presentación del escrito. Una vez presentada la demanda o instado el incidente, la Sala tendrá que pronunciarse también sobre la continuidad de la suspensión cautelar hasta la finalización del procedimiento. 

· En cualquier momento del mandato electoral de los electos en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores, el Gobierno, a través de la Abogacía del Estado y el Ministerio Fiscal, podrán presentar asimismo la demanda o incidente de ejecución descritos, solicitando que se declare la vinculación de dichas agrupaciones con un partido ilegalizado o con el partido cuya ilegalización se pretende.

· En relación concreta con las elecciones locales, se prevén las siguientes determinaciones principales:

· Son causas de incompatibilidad para el ejercicio del cargo de concejal o Diputado Provincial la elección de los mismos en candidaturas presentadas por partidos, federaciones o coaliciones declarados ilegales con posterioridad por sentencia judicial firme y los electos en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores declaradas vinculadas a un partido ilegalizado por resolución judicial firme. En estos casos, los afectados deberán optar entre la renuncia al puesto o el abandono de la situación que dé origen a la referida incompatibilidad, tras el requerimiento al efecto anteriormente descrito. 

· Se establecen reglas para cubrir las vacantes generadas en los órganos municipales como consecuencia del fallecimiento, incapacidad o renuncia de los concejales y sus suplentes en los casos en que los ciudadanos no quieran ocuparlas de acuerdo con el sistema previsto actualmente. En estos casos, la Diputación provincial o, en su caso, el órgano competente de la Comunidad Autónoma asumirán directamente la gestión ordinaria de la entidad local, no pudiendo adoptar acuerdos para los que se requiera una mayoría cualificada. 

Además de las modificaciones de la legislación electoral descritas, también debe quedar reflejada en este informe la aprobación, mediante Ley Orgánica 1/2001, de 28 de enero, de la reforma del Estatuto de Autonomía de Extremadura (BOE núm. 25, de 29 de enero), que contiene algunas previsiones generales en relación con la organización local. Efectivamente, tras señalar la organización territorial y el régimen local como competencias exclusivas de la Comunidad Autónoma (artículo 9.3), el Título IV de la LO, intitulado “De la organización territorial”, recuerda la estructuración territorial de Extremadura en Municipios, Provincias y, en su caso, otras formas previstas en el Estatuto (Comarcas fundamentalmente), correspondiendo a la Comunidad la regulación de su régimen jurídico en el marco de la legislación básica del Estado. Se contiene, pues, una remisión a una futura  Ley autonómica de régimen local, en la que se establecerán las especialidades de la Administración local extremeña. También se exige Ley aprobada por mayoría absoluta para la creación de las Comarcas. E igualmente es la Ley el instrumento normativo requerido para regular las entidades locales menores, áreas metropolitanas, mancomunidades, consorcios y otras agrupaciones voluntarias o necesarias de Municipios que pudieran establecerse y las relaciones interadministrativas. 

2. Comunidades Autónomas.-

Las normas autonómicas de rango legal de las que hay que dejar constancia en este informe presentan bastante significación. Se trata de sendas Leyes, una de régimen jurídico de Mancomunidades y entidades locales menores, otra de modificación del régimen de una Comarca. También hay que mencionar la por ahora última manifestación normativa derivada de la Ley de Concejos Abiertos de Aragón de 2009. 

J) Aragón.-

Comenzando por esta última, debe mencionarse el Decreto 14/2011, de 25 de enero, por el que se aprueba la relación definitiva de los Municipios y entidades locales menores aragoneses que permanecen en régimen de Concejo Abierto en las próximas elecciones al amparo de la Ley 9/2009, reguladora de los Concejos Abiertos, y se publica la relación de Municipios tradicionales, la de Municipios y entidades locales menores de menos de 40 habitantes y la de aquellos con una población de 40 a 99 habitantes que se regirán mediante democracia representativa (BOA núm. 18, de 27 de enero). Este Decreto deja sin efecto otro previo (197/2010, de 2 de noviembre) que, de manera provisional, aprobaba los Municipios y entidades locales menores aragonesas que iban a permanecer en régimen de Concejo Abierto. Sin embargo, la publicación de las cifras oficiales de población resultantes de la revisión del padrón municipal arrojó cifras que alteraron la lista provisional, que es sustituida por la contenida en el Decreto de que se da cuenta. 

N) Extremadura.-

La primera de las normas legales mencionadas es la Ley del Parlamento de Extremadura 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y entidades locales menores (DOE núm. 245, de 23 de diciembre). Se trata, como su propio nombre indica, de un texto legal de régimen general de estas modalidades de entidad local, dictada en ejercicio de la competencia autonómica en materia de desarrollo legislativo y ejecución para la creación de organizaciones de ámbito inferior y superior a los Municipios.

La Ley tiene dos partes claramente diferenciadas: una primera, más extensa, referida a las Mancomunidades de Municipios y de entidades locales menores (Título I, artículos 3 a 69), y una segunda, centrada en el régimen de las entidades locales menores (Título II, artículos 70 a 112). Ambos Títulos aparecen precedidos por unas breves disposiciones generales, tales como el recordatorio de la obligación de ajuste de las Mancomunidades y entidades preexistentes a las nuevas disposiciones, la finalidad de desarrollo de estas figuras y su adecuación a la realidad existente. 

En lo que se refiere a las disposiciones en torno a las Mancomunidades, debe clarificarse que las regulaciones aprobadas se predican de las que el Decreto 75/2008, de 25 de abril, por el que se establece un fondo de cooperación para las mismas (norma comentada en su momento en este Seminario) pasó a denominar “Mancomunidades integrales”. Esto es: entidades asociativas supramunicipales configuradas, más allá que las tradicionales, como instrumentos especiales de cooperación, dado que, bajo la premisa de la prestación común de servicios, plantean en realidad un modo general de desarrollo del territorio, considerando su vocación de permanencia, la estructuración conjunta de políticas de promoción de zonas completas colindantes en lo territorial y con una misma realidad económica, social y cultural. Para esta especie concreta de Mancomunidades se establece un ámbito específico de regulación que refuerce su estructuración como entidades funcionales. Por supuesto, nada obsta su coexistencia con las tradicionales y su régimen común.

Con estas condiciones de partida, el Título I fija un régimen que, según reconoce el propio legislador, en ocasiones roza el reglamentarismo, habida cuenta su grado de detalle. Tras definirlas, recordar su personalidad y capacidad jurídica propia y diferenciada, y enunciar sus prerrogativas, competencias y potestades (que en ningún caso podrán extenderse a la totalidad de las propias de los Municipios o entidades menores que las compongan), la Ley se centra básicamente en señalar sus modos de creación y constitución, calificación y descalificación como “integrales”, incorporación y separación de Municipios y entidades, relaciones interadministrativas y disolución. Por supuesto, también se contienen las regulaciones precisas acerca de su gobierno y régimen de funcionamiento, medios materiales (bienes y recursos) y personales.

En síntesis, puede afirmarse que las Mancomunidades integrales requieren para su creación (impulsada por los propios Municipios o entidades, que deberán adoptar el correspondiente acuerdo plenario singular al respecto y constituir la Comisión promotora como órgano de enlace y coordinación durante el proceso, integrada por los Alcaldes y Alcaldes pedáneos afectados, y por los concejales o miembros de Juntas vecinales designados por éstos) la elaboración y aprobación de los correspondientes estatutos –de naturaleza reglamentaria, conforme al procedimiento, y con el contenido mínimo que señala la Ley, artículo 11–, así como su constitución efectiva una vez aprobados éstos. Por su parte, su calificación como integral exige el cumplimiento de un conjunto de requisitos específicos, tales como determinar expresamente en sus estatutos la asunción de la gestión mancomunada de ejecución de obras y prestación de servicios comunes supramunicipales, poseer plantilla propia con dedicación plena, incluirse en un ámbito geográfico continuo que comparta identidad cultural, geográfica, económica o histórica común, sumar la cifra poblacional que se establezca reglamentariamente en cada momento, estar formada por un número mínimo de Municipios y entidades también de determinación reglamentaria, y prestar servicios al menos a la mitad de los Municipios y entidades que la integren en un número no inferior a cinco de las áreas funcionales que se enuncian (sostenibilidad ambiental, gestión de residuos y ciclo del agua; vigilancia, seguridad, guardería rural y policía; sanidad y bienestar social; cultura, educación y deporte; desarrollo local; urbanismo, vivienda y ordenación del territorio; infraestructuras, dotaciones y equipamientos; participación ciudadana, igualdad, información y comunicación). Cumplidos estos requisitos, será la Consejería autonómica competente en materia de Administración local la que resuelva sobre la solicitud al efecto en el plazo de dos meses, so pena de silencio desestimatorio. La descalificación de una Mancomunidad que hubiese obtenido la calificación de integral se producirá, por resolución del mismo órgano, y siguiendo el procedimiento legalmente establecido, ante la desaparición de esos requisitos o por grave incumplimiento de las obligaciones estatutariamente asumidas. Para incorporar Municipios y entidades a las Mancomunidades –para todas o algunas de sus finalidades– se requerirá acuerdo de solicitud al efecto por parte de los mismos, aprobación por mayoría absoluta de la Asamblea y ratificación posterior de la adhesión, por idéntica mayoría, de los Plenos y juntas vecinales de todos los Municipios y entidades mancomunados. La separación, sin embargo, exigirá solamente acuerdo del Pleno o Junta vecinal del Municipio o entidad que lo desee (aprobado por mayoría absoluta) y notificación a la Mancomunidad con al menos seis meses de antelación, debiendo hallarse al corriente del pago de sus aportaciones y abonar los gastos que se originen por la misma. También se contempla la separación forzosa cuando los Municipios o entidades incumplan grave y reiteradamente las obligaciones establecidas en los estatutos o en la normativa vigente. Se requerirá para ello mayoría absoluta de la Asamblea. Se regulan asimismo las relaciones interadministrativas entre las Mancomunidades integrales y otras Administraciones públicas mediante convenios de cooperación dirigidos a coordinar sus políticas o actuaciones coincidentes, que no podrán afectar a su autonomía ni utilizarse para la prestación de la mayoría de los servicios mancomunados. Las Mancomunidades también deberán facilitar información sobre su propia gestión a la Administración autonómica, remitiéndole extracto de sus actos y acuerdos. Asimismo la Comunidad Autónoma podrá tener atribuida por las Leyes sectoriales la facultad de coordinar el ejercicio de las competencias respectivas mediante la aprobación de Planes sectoriales cuando la coherencia de la actuación no pueda alcanzarse por otros procedimientos. Igualmente, y junto con las Diputaciones provinciales, prestará asesoramiento y apoyo a estas Mancomunidades, tanto en su constitución y puesta en marcha como en el desarrollo de sus actuaciones. Finalmente, y por lo que se refiere a su disolución, se realizará conforme al procedimiento legalmente establecido, que requiere en todo caso informe de la Comunidad Autónoma y de la Diputación provincial afectada acerca de su procedencia, y mayoría absoluta de la Asamblea cuando se trate de disoluciones voluntarias (no así las forzosas, que por venir previstas en los estatutos, bastan con mayoría simple). 

Estas previsiones, como se ha señalado supra, van acompañadas del establecimiento de un conjunto de regulaciones acerca del gobierno y régimen de funcionamiento de las Mancomunidades integrales, sus bienes y recursos y el personal a su servicio. La estructura organizativa básica de dichas Mancomunidades viene compuesta por la Asamblea (órgano de gobierno, compuesto por todos los representantes de los Municipios y entidades mancomunadas, y presidida por el Presidente), la Junta de Gobierno (órgano de asistencia a Asamblea y Presidente, y de gestión de la Mancomunidad, compuesto por Presidente y Vicepresidente y un número de representantes de Municipios y entidades nunca superior a una tercera parte de los miembros de la Asamblea), la Comisión Especial de Cuentas (órgano de examen, estudio e informe de las cuentas de la Mancomunidad, en particular de la Cuenta General, compuesto por miembros de todos los Municipios o entidades), el Presidente (con funciones de dirección, representación, convocatoria, y elegido por la Asamblea entre sus miembros) y el Vicepresidente (al menos uno, también elegido por la Asamblea, con funciones de sustitución del Presidente), pudiendo existir asimismo órganos complementarios adaptados a las peculiaridades y necesidades de cada una, siempre que así lo determinen sus estatutos (por ejemplo, las Comisiones Informativas, órganos sin atribuciones resolutorias con funciones de estudio, información y consulta previa de los expedientes y asuntos que hayan de someterse a la decisión de Asamblea o Junta de Gobierno cuando actúe por delegación). Por otra parte, las Mancomunidades dispondrán de personal a su servicio que podrá provenir de las entidades locales que la integren o de otras Administraciones públicas, dentro de las relaciones de cooperación y colaboración que se establezcan. Anualmente deberán aprobar, junto con el presupuesto, la plantilla y la RPT existente en la misma, con especificación de todos los puestos de trabajo y sus tipologías. En todo caso, son funciones necesarias en las mismas las de secretaría e intervención –reservadas a funcionarios con habilitación estatal–, que podrán ser sostenidas en común en los casos en que se determinen normativamente, cabiendo asimismo exención de las mismas por la Comunidad Autónoma cuando su volumen de servicios o recursos sea insuficiente para su mantenimiento. La selección del personal al servicio de las Mancomunidades se realizará con de acuerdo con la oferta pública de empleo, mediante convocatoria pública y a través de los sistemas legalmente previstos, garantizándose los principios de igualdad, publicidad, mérito y capacidad. Finalmente, las Mancomunidades contarán para desarrollar sus fines con los recursos materiales que les atribuyan sus estatutos y otras normas, constituidos cuando menos por los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado, por las aportaciones de los Municipios y entidades que las integren, sus tributos propios (tasas por el aprovechamiento privativo o especial del dominio público de la mancomunidad o por la prestación de servicios públicos o actividades de su competencia, y contribuciones especiales por la realización de obras o el establecimiento o ampliación de servicios que beneficien o aumenten de valor los bienes afectados), las transferencias autonómicas, subvenciones, ingresos percibidos en concepto de precios públicos, el producto de las operaciones de crédito, el de las sanciones impuestas en el ámbito de sus competencias, y las demás prestaciones de derecho público. Todos estos ingresos, así como los gastos previstos a su cargo, deberán reflejarse en el presupuesto que deberá aprobar anualmente la Mancomunidad. 

Hemos advertido al principio de este comentario que la Ley extremeña 17/2010 también contiene un Título II, dedicado a establecer el régimen jurídico de las entidades locales menores. En relación a las mismas también se comienza con su definición y el recordatorio de su personalidad y capacidad jurídica, enunciando igualmente sus potestades y prerrogativas (las mismas que los Municipios salvo la de planeamiento urbanístico, y con especialidades respecto de la tributaria), así como sus competencias. Posteriormente, siguiendo un esquema formal similar al expuesto, la norma procede a señalar sus modos de creación, regulaciones acerca de su gobierno, organización y funcionamiento –incluido el régimen electoral–, medios materiales y personales, supresión y modificación. En este sentido, resumidamente, se puede afirmar que las entidades locales menores podrán crearse, cumplidos los requisitos señalados por la Ley –núcleo de población separado dentro del término municipal, características peculiares propias, territorio y recursos suficientes–, y a solicitud de la mayoría de los vecinos electores residentes en el núcleo de población o del propio Municipio por acuerdo adoptado por mayoría absoluta, por Decreto del Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, vistos asimismo el informe de la Diputación provincial y el dictamen del Consejo Consultivo autonómico, ambos no vinculantes. Sus órganos de gobierno y administración son el Alcalde Pedáneo (órgano unipersonal ejecutivo al que corresponden las atribuciones que la legislación señala para el Alcalde del Municipio) y la Junta Vecinal (órgano colegiado de gobierno, formada por el Alcalde Pedáneo y dos vocales en núcleos de población inferior a 250 vecinos, cuatro en núcleos de 250 a 1000 vecinos, y seis en los que tengan un número de vecinos superior a esta cifra, y que funcionará con el régimen general establecido para el Pleno municipal con las especialidades previstas en la Ley, fundamentalmente referidas a la frecuencia de las sesiones y al quórum de constitución). Los miembros de esta Junta serán elegidos entre los candidatos presentados por partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores legalmente constituidos, pudiendo cada vecino dar su voto a un máximo de tres, cinco o siete candidatos según el número de miembros que corresponda a la Asamblea de conformidad con la población del núcleo. Serán proclamados los que hayan obtenido mayor número de votos, hasta completar aquél. El mandato de los miembros de la Junta será el mismo que el de los Concejales de los Ayuntamientos; cargo, por cierto, compatible con el de Alcalde Pedáneo y vocal de Junta Vecinal. La sesión constitutiva se realizará el trigésimo día posterior a la celebración de las elecciones, siendo una Comisión Gestora la que funcionará en el caso de que aquélla no hubiese podido constituirse por falta de candidaturas o por tratarse de una entidad de nueva creación, hasta en tanto en cuanto se celebren las siguientes elecciones. Los miembros de esta Comisión se nombrarán por el Consejero competente en materia de Administración local a propuesta de la Junta Electoral de Zona en el primer caso y de los partidos en el segundo, siempre de conformidad con los resultados de las últimas elecciones. Por lo que respecta a sus recursos, la hacienda de las entidades locales menores estará compuesta los mismos conceptos ya enunciados en el caso de las Mancomunidades, participando asimismo en los ingresos del Municipio al que pertenezcan mediante asignaciones establecidas en su presupuesto de común acuerdo entre los representantes municipales y de la entidad formalizadas en convenio, previo acuerdo adoptado por mayoría del Pleno y de la Junta Vecinal. En todo caso, los Municipios deberán garantizar la suficiencia de recursos a las entidades menores para el cumplimiento de sus funciones y el ejercicio de sus competencias. En lo que hace a su personal, cabe formular las mismas observaciones que las realizadas anteriormente, al describir este punto en relación con las Mancomunidades. Finalmente, en cuanto a la supresión de las entidades locales menores, se realizará mediante Decreto del Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, de conformidad con el procedimiento descrito en la Ley, procediendo cuando lo solicite la mayoría de los vecinos y así se acuerde tras la tramitación del correspondiente procedimiento administrativo, o cuando al menos en dos ocasiones consecutivas se hubiesen quedado sin cubrir los órganos rectores por falta de candidaturas. En cuanto a su modificación (por incorporación o por fusión de entidades limítrofes), también será acordada por Decreto del Consejo de Gobierno, conforme al mismo procedimiento que para la supresión. 

Q) Castilla y León.-

El segundo de los textos legales a destacar es la Ley de las Cortes de Castilla y León 17/2010, de 20 de diciembre, de modificación de la Ley 1/1991, de 14 de marzo, por la que se crea y regula la Comarca de El Bierzo (BOCL nº 244, de 21 de diciembre). La intención de esta Ley es adaptar el régimen de una Comarca muy significada de esta Comunidad Autónoma a su realidad actual, teniendo en cuenta su singularidad y su trayectoria institucional. Efectivamente, la Comarca de El Bierzo dispone de un “pacto local” específico –anterior al Pacto Local general de Castilla y León de 2005– articulado a mediante la firma de convenios de colaboración entre la Junta de Castilla y León y el Consejo Comarcal, con la finalidad de reforzar la labor comarcal e impulsar la descentralización. Esta Ley se inserta en el marco de estas especialidades.

Las principales novedades introducidas por esta Ley pueden singularizarse en las siguientes:

· Incorporación de un nuevo Municipio a la misma.

· Ampliación y redefinición de las materias que conforman el ámbito competencial de la Comarca, que nunca podrán implicar la pérdida por los Municipios de las competencias prestacionales y de actuación en las materias señaladas por la legislación básica estatal de régimen local. Así: 

· En la medida en que se señalan un conjunto de materias en las que ésta ejercerá, en todo caso, competencias en los términos que señalen las diversas leyes (artículo 4), se contiene un mandato al legislador sectorial autonómico en orden a su concreción. 

· Se modifica la normativa para que la Diputación Provincial de León pueda delegar en la Comarca las funciones que tenga atribuidas por el ordenamiento jurídico, con las limitaciones establecidas en la legislación básica estatal. 

· En cuanto a las competencias no atribuidas por la legislación sectorial, se establece un procedimiento de descentralización de funciones autonómicas en favor de la Comarca, enmarcado por un convenio cuatrienal Comunidad Autónoma/Comarca que delimitará las funciones objeto de futuro traspaso a esta última.

· Variaciones importantes en el régimen de organización comarcal:

· La Comisión de Gobierno del Consejo Comarcal pasa a denominarse Junta de Gobierno, para destacar su naturaleza ejecutiva.

· Se establece un número fijo de consejeros comarcales –27– que no variará antes fluctuaciones poblacionales. Así se pretende solventar los desequilibrios de representación del anterior sistema en lo que hacía a la proporción de habitantes a que representaba cada consejero.

· Se implanta un nuevo sistema electoral que conlleva la representación de los Ayuntamientos de la Comarca por zonas geográficas (que singulariza). El reparto de consejeros entre cada una corresponde a la Junta Electoral Provincial conforme a las reglas numéricas señaladas en el artículo 12. Al efecto, utiliza un sistema proporcional que asigna los consejeros a los partidos conforme a los resultados obtenidos en las elecciones municipales. Posteriormente, son los concejales de esos partidos los que designan a quienes hayan de ser proclamados consejeros comarcales. 

· Se regulan los supuestos de inelegibilidad e incompatibilidad, la duración del mandato y los supuestos de pérdida de la condición de consejero.

· Se introduce un nuevo órgano: la Asamblea de Ediles, como órgano de estudio y asesoramiento sobre las principales cuestiones que se someten a acuerdo plenario, en el que estarán representados todos los Municipios integrados en la Comarca. 

· Se revisan las atribuciones de los órganos comarcales para equipararlas a la de los órganos análogos de los Municipios: Presidente/Alcalde, Pleno del Consejo Comarcal/Pleno municipal, Junta de Gobierno Comarcal/Junta de Gobierno local. 

· Nuevas determinaciones de índole económica:

· Se introducen mecanismos de cooperación económica entre la Junta de Castilla y León y la Comarca de El Bierzo: garantía de consignación presupuestaria de los recursos necesarios para afrontar sus gastos corrientes y de inversión (de manera que pueda planificar sus inversiones y gastos a medio/largo plazo), soporte íntegro de los costes de las inversiones sectoriales que acometa la Junta (salvo que una norma estatal o europea exija cofinanciación), etc. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

2. Tribunal Supremo (TS).-

En esta oportunidad se señalan cinco Sentencias del Tribunal Supremo. Cuatro de ellas se pronuncian sobre Acuerdos del Ayuntamiento de Salamanca por los que se modificaban los Estatutos de diversas entidades municipales. La quinta vuelve a recordar la posibilidad de que la Comunidad Autónoma impugne directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa los acuerdos locales que considere contrarios al ordenamiento jurídico, sin necesidad de requerimiento previo.

Se destacan en primer lugar las SSTS de 26, 27 y 29 de octubre y 3 de noviembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recursos núm. 714/2009, 100/2009, 516/2009 y 480/2009 respectivamente. En todas ellas, el Tribunal desestima los recursos de casación presentados frente a otras tantas Sentencias de la Sala de lo Contencioso del TSJ de Castilla y León que declararon nulos los siguientes Acuerdos del Pleno Municipal del Ayuntamiento de Salamanca: a)- Acuerdo por el que se modificaban los Estatutos de la Sociedad Anónima Turismo y Comunicaciones, eliminando la representación proporcional de los grupos municipales en el Consejo de la Sociedad; b)- Acuerdo por el que se modificaban los Estatutos del Patronato Municipal de la Vivienda y Urbanismo (entidad pública empresarial local), en el sentido de fijar la representación municipal en su Consejo de Administración en dos concejales designados por el Pleno (en lugar de un representante por cada grupo político municipal, como rezaba la versión original de dichos Estatutos) y eliminar la representación en dicho órgano de las Asociaciones de Vecinos; c)- Acuerdo por el que se modificaban los Estatutos del Organismo Autónomo de Gestión Económica y Recaudación, sustituyendo la anterior representación municipal proporcional (los concejales que correspondan a cada grupo, en función de su representación, en el número que señale el Pleno) por una fija de cinco concejales designados por el Pleno, y d)- Acuerdo por el que se modifican los Estatutos de la Fundación Salamanca Ciudad de la Cultura, sustituyendo la representación proporcional de los grupos municipales en el Patronato por una representación fija de cuatro concejales designados por el Pleno.

El TS, como la Sala de instancia, considera en todos estos casos que la falta de motivación de los Acuerdos se inserta en la esfera de la justificación de las disposiciones de carácter general (eso son los Estatutos de la Sociedad, Patronato, Organismo Autónomo y Fundación: normas dictadas en ejercicio de la potestad de autoorganización municipal) y no de los actos administrativos. Como señala una importante línea jurisprudencial al respecto, el límite de la potestad reglamentaria local se sitúa en la interdicción de la arbitrariedad establecida para todos los poderes públicos en el artículo 9.3 CE, que impide que el contenido de las normas locales carezca de fundamentación objetiva y resulte contradictorio con la realidad a regular, la naturaleza de las cosas o la esencia de las instituciones. En este orden de cosas, es precisamente a través de la motivación como se comprueba la ausencia de arbitrariedad, no existiendo en los supuestos que se enjuician ningún atisbo de fundamentación jurídica de las modificaciones efectuadas: ni se exponen las razones que justifican la decisión del órgano para modificar los Estatutos, ni se demuestra que el funcionamiento de las entidades no sea operativo, ni que vaya a mejorarse la consecución de sus fines con la reforma, ni nada semejante. Simplemente se explican las modificaciones en un deseo de cambio de la representación municipal. 

En las dos primeras Sentencias, además, se contienen razonamientos adicionales en respuesta a otros tantos motivos de casación. Así, en la modificación de los Estatutos de la Sociedad Anónima Turismo y Comunicaciones se entienden infringidos los artículos 144.1.a del TR de la Ley de Sociedades Anónimas de 1989 en relación con los artículos 85.2.a y ter LBRL. Del conjunto de estos preceptos se desprende que el incumplimiento de la exigencia de informe previo a la modificación estatutaria impuesta por la norma mercantil hace devenir nulo al Acuerdo municipal –carente del mismo–, al tratarse este modificatorio de un procedimiento bifásico en el que la actuación societaria sirve de base y fundamento al acuerdo de la Corporación local. Desestima por tanto, con esta explicación, la argumentación del Ayuntamiento recurrente en casación acerca de la inaplicabilidad de la normativa mercantil al régimen de funcionamiento del Pleno. Por su parte, en cuanto a la eliminación de la representación de las Asociaciones de Vecinos en el Patronato Municipal de la Vivienda y Urbanismo, considera que vulneraría lo dispuesto en los artículos 144 del Reglamento Orgánico del Ayuntamiento –que compromete al mismo a facilitar la más amplia información sobre su actividad y a promover la participación de los ciudadanos en la vida local– y 235 del ROF que, con carácter general, recomienda a los entes locales canalizar la participación de los vecinos en los órganos colegiados de los entes de gestión descentralizada de servicios municipales cuando tal participación esté prevista en las reglamentaciones o acuerdos locales por los que se rijan. Ni siquiera el tenor del artículo 85 bis LBRL, que establece la obligación de que las entidades públicas empresariales dispongan de un Consejo de Administración cuya composición determinarán sus Estatutos aprobados por el Pleno municipal, ampara la modificación realizada en el Estatuto del Patronato de la Vivienda, que en ningún caso supone ejercicio de la discrecionalidad administrativa.

En esta misma Sentencia de 27 de octubre, el TS reproduce un razonamiento de la Sentencia de instancia sobre el nuevo modelo de representación municipal y la pérdida de la proporcionalidad preexistente que, aunque a efectos meramente dialécticos y, por tanto, sin servir de fundamento el fallo, resulta interesante mencionar porque puede aplicarse a todos los supuestos. Considera así que, ante un fenómeno preocupante como es la huida del derecho administrativo manifestada a través de la proliferación de las fórmulas de descentralización funcional que ejercen funciones directamente encomendadas a la Administración matriz –en este caso, el Ayuntamiento–, no respetar la proporcionalidad política habiendo margen para ello resulta excesivo y sospechoso. 

En último lugar, resulta oportuno aludir a la STS de 26 de noviembre de 2010, Sala de lo Contencioso, recurso núm. 6028/2006, que vuelve a referirse a una cuestión ya destacada en informes anteriores que no está de más recordar: la obligación de las entidades locales de remitir a la Administración autonómica copia literal o extracto de sus actas y acuerdos (artículo 56.1 LBRL) y la posibilidad de que ésta impugne directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa aquéllos que considere contrarios al ordenamiento jurídico, sin necesidad de requerimiento previo (artículo 65 de la misma norma). En este último caso, el plazo establecido por la LJCA para interponer el recurso judicial es de dos meses a contar desde el día siguiente al de publicación del acto, al tratarse de un acto expreso que la requiere para surtir efectos: un Plan Especial y Catálogo de edificios disconformes con el planeamiento. La publicación de este Plan tuvo lugar en el Boletín correspondiente el 3 de agosto, presentándose el recurso el día 2 noviembre. Considerando que el mes de agosto es inhábil y que el cómputo del plazo comenzaría el día 1 de septiembre, la finalización del mismo se señalaría el 31 de octubre, que fue domingo. Al ser el día siguiente, 1 de noviembre, festivo, se extiende el plazo hasta el día 2 de noviembre; fecha de interposición del recurso. Se rechaza, pues, el reproche de extemporaneidad. 
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